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Corte Constitucional
	 
          

       COMUNICADO No. 16
           Mayo 7 de 2014

 


La facultad de aportar bienes raíces al haber relativo de la sociedad conyugal debe extenderse a ambos cónyuges.  El valor adicional que adquieren los bienes aportados por los contrayentes pertenece a la sociedad conyugal y debe ser divido entre ellos sin que ello configure una vulneración del derecho de propiedad privada. Diferencias entre el matrimonio y la unión marital de hecho no implican un desconocimiento del derecho a la igualdad 

	   II.  EXPEDIENTE D-9903    -   SENTENCIA C-278/14  (Mayo 7)
        M.P. Mauricio González Cuervo  




1.
Norma acusada

CÓDIGO CIVIL

ARTICULO 1781. COMPOSICION DE HABER DE LA SOCIEDAD CONYUGAL. El haber de la sociedad conyugal se compone: 

1.) De los salarios y emolumentos de todo género de empleos y oficios devengados durante el matrimonio. 

2.) De todos los frutos, réditos, pensiones, intereses y lucros de cualquiera naturaleza que provengan, sea de los bienes sociales, sea de los bienes propios de cada uno de los cónyuges y que se devenguen durante el matrimonio. 

3.) Del dinero que cualquiera de los cónyuges aportare al matrimonio, o durante él adquiriere, obligándose la sociedad a la restitución de igual suma. 

4.) De las cosas fungibles y especies muebles que cualquiera de los cónyuges aportare al matrimonio, o durante él adquiere; quedando obligada la Sociedad a restituir su valor según el que tuvieron al tiempo del aporte o de la adquisición. 

Pero podrán los cónyuges eximir de la comunión cualquiera parte de sus especies muebles, designándolas en las capitulaciones, o en una lista firmada por ambos y por tres testigos domiciliados en el territorio. 

5.) De todos los bienes que cualquiera de los cónyuges adquiera durante el matrimonio a título oneroso. 

6.) De los bienes raíces que la mujer aporta al matrimonio, apreciados para que la sociedad le restituya su valor en dinero. 

Se expresara así en las capitulaciones matrimoniales o en otro instrumento público otorgado al tiempo del aporte, designándose el valor, y se procederá en lo demás como en el contrato de venta de bienes raíces. 

Si se estipula que el cuerpo cierto que la mujer aporta, puede restituirse en dinero a elección de la misma mujer o del marido, se seguirán las reglas de las obligaciones alternativas. 

2.
Decisión

Primero.- Declarar EXEQUIBLE el numeral 6º del artículo 1781 del Código Civil, en el entendido de que tal potestad se predica de ambos contrayentes.

Segundo.- Declarar EXEQUIBLES los numerales 3º y 4º del artículo 1781 del Código Civil. 
3.
Síntesis de los fundamentos 

En el presente caso, la Corte Constitucional debía definir: (i) si la referencia exclusiva a los bienes raíces de la mujer en el numeral 6º del artículo 1781 del Código Civil, configura un trato discriminatorio que vulnera el derecho de igualdad consagrado en los artículos 13 y 42 de la Constitución Política; (ii) si con lo dispuesto en los numerales 3º, 4º y 6º del artículo 1781 del Código Civil se afecta de manera desproporcionada el derecho a la propiedad privada, por el hecho de que solo se restituya el valor nominal de los bienes en el momento de la disolución de la sociedad conyugal; y (iii) si se vulnera el derecho a la igualdad, por la circunstancia de que el legislador haya regulado de manera diferente la sociedad conyugal y la sociedad patrimonial de uniones permanentes. 

En primer término, la Corporación precisó que el numeral 6º del artículo 1781 del Código Civil : (i) consagra una facultad, toda vez que su aplicación depende de la voluntad del cónyuge; (ii) establece una diferencia de trato entre hombre y mujeres; (iii) determina que los bienes raíces aportados por la mujer en las capitulaciones o en otro instrumento público en el momento de su aporte, ingresan al haber relativo de la sociedad conyugal; (iv) en su momento, la finalidad de la norma era proteger los bienes aportados por la mujer la cual no trabaja y los aportaba al matrimonio para contribuir a la economía familiar y como indemnización en caso de que el hombre quisiera divorciarse. Si bien la disposición acusada se originó en un momento histórico en el que la mujer se consideraba incapaz y el hombre era quien administraba de manera exclusiva la sociedad conyugal, la Corte estimó que no podía descartar por este solo motivo la norma del ordenamiento jurídico, por lo cual era preciso examinar si efectivamente, se desconoce el derecho a la igualdad. 
Después de aplicar un test estricto de igualdad, como quiera que la diferenciación de trato prevista en el numeral 6º se origina en razón del género, la Corporación encontró que la finalidad de la norma acusada pudo ser imperiosa cuando se expidió debido a la incapacidad jurídica y situación de sometimiento a la potestad marital en la relación conyugal. Al no poder administrar sus propios recursos o los de la sociedad conyugal y al no poder trabajar, la posibilidad de aportar bienes que pudieran ser recompensados representaba un seguro para la mujer. Hoy en día esa situación ha variado, pues no solo se reconoce la igualdad entre los cónyuges en el marco de la familia, del matrimonio y en la administración de la sociedad conyugal, sino en todos los demás aspectos económicos, sociales y laborales. La mujer ha ingresado al mercado laboral y cuenta con la posibilidad de ganar y gestionar su propio dinero. Tanto la Constitución (arts. 13, 42 y 42) como la ley (Ley 28 de 1932, Decreto Ley 2820 de 1974, entre otros) reconocen y promueven la igualdad de género, razones por las cuales no existe actualmente, un fin imperioso que haga necesaria la permanencia de ese tratamiento especial exclusivo para las mujeres. 

Al no superar la primera fase del juicio estricto de igualdad, la medida legal se torna desproporcionada porque no existe una finalidad que permita justificar la existencia, hoy en día, de una medida que excluye a los hombres de la posibilidad de aportar bienes raíces al haber relativo de la sociedad conyugal. No obstante, atendiendo al principio de conservación del derecho, la Corte consideró que la norma acusada podía mantenerse en el ordenamiento jurídico sujetándola a un entendimiento que la haga compatible con la Constitución, esto es, que tal facultad se extienda al hombre, de manera que ambos cónyuges tengan la posibilidad de hacer dicho aporte. En este sentido, se declaró exequible de manera condicionada, el numeral 6º del artículo 1781 del Código Civil. 

En segundo lugar, la Corte determinó que el deber de recompensa al cónyuge que ha aportado a la sociedad conyugal los bienes del haber relativo descritos en los numerales 3º, 4º  y 6º del artículo 1781 del Código Civil, comprende el valor aportado  con la corrección monetaria correspondiente, la cual no pertenece a dicha sociedad. La valorización adicional del bien como resultado de las fluctuaciones económicas y del mercado pertenece a la sociedad conyugal y deberá ser divididas entre los cónyuges sin que lo anterior se configure en una violación del derecho a la propiedad privada, ya que no es el fin del matrimonio lucrarse ni enriquecerse a costa del otro. En todo caso, los cónyuges no están obligados a someter todos sus bienes al régimen de la sociedad conyugal, ya que cuentan con la posibilidad de excluirlos a través de las capitulaciones. 
Por último, el Tribunal estableció que el tercer cargo de inconstitucionalidad no estaba llamado a prosperar, toda vez que encontró que los numerales 3º, 4º y 6º del artículo 1781 del Código Civil no vulneran el derecho a la igualdad, en la medida en que el matrimonio y la unión marital de hecho son dos instituciones diferentes respecto de las cuales no existe ningún deber constitucional que exija darles el mismo tratamiento en cuanto se refiere a sus efectos patrimoniales. La jurisprudencia constitucional ha reconocido que si bien la familia debe recibir la misma protección, independiente del modo como se constituya, ello no implica que el matrimonio y la unión marital de hecho deban equipararse en todos los aspectos. No se trata entonces de supuestos iguales ni de situaciones que exijan ser reguladas de la misma manera por la ley. Por consiguiente, no resulta contrario al principio de igualdad, que el legislador adopte distintas medidas regulatorias para el matrimonio y para la unión marital de hecho, siempre que éstas tengan un carácter objetivo y razonable y no resulten discriminatorias. 
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